
CAUSA Nº 11420-M CCALP “B., A. C. Y OTRO C/ CAJA DE PREVISION SOCIAL PARA ABOGADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ AMPARO”

En la ciudad de La Plata, a los quince días del mes de Febrero del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “B., A. C. Y OTRO C/ CAJA DE PREVISION SOCIAL PARA ABOGADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ AMPARO”, en trámite ante el Juzgado de Ejecución Penal n° 2 del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -3415), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Gustavo Daniel Spacarotel y Claudia Angélica Matilde Milanta.


El Tribunal resolvió plantear la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es justa la sentencia apelada?




V O T A C I Ó N
A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

1. Los cónyuges, A. C. B. y A. M. H., en su condición de afiliados al sistema de cobertura asistencial de la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires (CASA), promueven acción de amparo (art.20 inc.2 CPBA) contra esa entidad en procura de obtener pronunciamiento judicial que les reconozca el costo integral del tratamiento de fertilización “in vitro” (técnica ICSI), que ésta habría limitado en número y en monto de cobertura. 


Llamada a tomar intervención, la Caja Demandada ofrece su informe circunstanciado que da cuenta del perfil jurídico del sistema asistencial como también de la ausencia de vigor de normas nacionales en relación a sus prestaciones.


Del mismo modo, refiere a la existencia de un trámite administrativo pendiente, radicado ante el Directorio de la entidad, promovido a instancias de la parte actora, y con el mismo propósito que ventila el proceso.

El reporte agregado informa sobre las razones de la negativa de cobertura integral, remitiendo al plan de adhesión elegido (plan integral).

Con fundamento en ellas peticiona el rechazo de la acción articulada.


A fojas 182/188, el juez de la causa dicta sentencia. 

Por ella hace lugar a la acción de amparo y ordena la cobertura integral del tratamiento de fecundación, por la técnica requerida, incluyendo la medicación que corresponda a la práctica.

Asimismo, impone las costas del proceso a la vencida.

El pronunciamiento apelado transcurre por los contornos de la técnica de fertilización y sus posibilidades a la luz de la ausencia de cortapisas legales, como también por el perfil de la entidad asistencial, derivando en su obligación de sufragio para las prestaciones que ventila el caso desde una valoración extensiva del conjunto de las que se admiten en los órdenes nacional y provincial.

Por esa vía la asimila a los sistemas de medicina prepaga extendiendo a sus deberes los resultantes del Programa Médico Obligatorio.

Infiere de ese conjunto en la exigencia de cobertura que pone a cargo de la demandada.

De esa forma se clausura en primera instancia la polémica judicial. 

2. A fojas 191/196, la parte demandada deduce recurso de apelación.


La pieza impugnatoria resulta admisible a tenor de lo dispuesto por el artículo 17 de la ley 13.928 (t. seg. ley 14.192), y competente ésta cámara para tratarla y decidirla con arreglo a lo previsto por el artículo 17 bis del mismo cuerpo legal.


Esa labor abordaré en lo que sigue.


Anticipo que juzgo procedente al recurso de apelación.


En efecto, la controversia muestra una materia de polémica que ofrece una cobertura, para la técnica de reproducción asistida, que la parte actora y el juez de la causa valoran insuficiente.


Pues, el plan integral con que cuenta el beneficiario contemplaría, hasta un máximo de tres, la práctica reclamada, no obstante con los montos establecidos por la Caja de Previsión Social para Abogados que surgirían de ese mismo plan de salud.


El punto de debate pues se limita a la disconformidad con los valores asignados por CASA y al 40% de cobertura para los medicamentos necesarios para el desarrollo de la técnica de fertilización asistida.

En ese contexto litigioso y en el marco de la acción excepcional tramitada (art. 20 inc. 2 CPBA) no encuentro justificación idónea del carácter manifiesto de la infracción jurídica que se le atribuye a la accionada, siendo que es este un extremo de rigor para darle cabida  (art.20 inc.2 CPBA cit. y art. 1 y concs. ley 13.928, t. seg. ley 14.192).

Es principio recibido que la arbitrariedad o ilegalidad deben resultar de manera ostensible de un comportamiento grosero en pugna con el ordenamiento jurídico (conf. causa nº 746 “Ludueña”, sentencia 31.01.05, entre otras).

Así, queda desprovista de la protección jurisdiccional urgente, expedita, y de carácter excepcional de la acción de amparo, toda consecuencia lesiva que no provenga de un acto u omisión que reúna esos caracteres.

Ahora bien, despejado ese marco conceptual, que tengo para mí de acreditación insoslayable a cargo de los actores, cabe analizar si en autos concurren presupuestos suficientes para tenerlo por cumplido.

La respuesta negativa se impone a poco que se repare en que no ha mediado una denegatoria de asistencia, sino un sufragio para el que los actores reclaman una extensión que excedería del plan de salud al que se encuentran adheridos.

En ese análisis me detendré.

El juez de la causa ha desviado el objeto de controversia desde una valoración que lo conduce a considerar a la técnica como prestación implícita a cargo de la entidad demandada, sin reparar en que forma parte de sus prestaciones cubiertas y en una asistencia efectivamente brindada.

El perímetro de la contienda quedó acotado a los alcances de esa misma cobertura y al descontento a su respecto de los beneficiarios. Más no a la ausencia de su reconocimiento en el programa de salud suscripto.

Por lo demás, ese cuadro de situación exhibe también una discusión abierta en relación con los alcances primigenios del plan elegido por aquéllos, frente a ulteriores modificaciones atribuidas de modo unilateral a la entidad asistencial demandada.

Pues bien, centrada la materia de debate en la forma expuesta, no puede predicarse de la Caja de Abogados una conducta en grosera infracción jurídica, que derive de la extensión de cobertura de la prestación incluida en el régimen al que adhirieran los actores.

Prueba de ese sesgo singular resulta la propia ley 14.208 que, reconociendo la infertilidad humana como enfermedad, ha sabido limitar el alcance de la asistencia que establece para los efectores obligados (conf. art. 4 y ccs. Anexo del decreto reglamentario n° 2980/10).

Ello así deja expuestas aristas de conflicto que en manera alguna pueden ser susceptibles a la verificación inmediata de ilegalidad ni arbitrariedad manifiesta, siendo que el proceso constitucional transita por esa exigencia primera.

En todo caso, ese contexto podría habilitar los medios ordinarios con los que cuentan los actores para promover ese debate, que no sufraga la acción procurada.

A ese fin el ordenamiento adjetivo los remite a la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101), siendo además que esa variable de acceso jurisdiccional se encuentra expresamente prevista por el artículo 10 de la ley 6716, una vez agotada la instancia del Directorio de la entidad.

Esa misma circunstancia, frente al perfil subsidiario de la acción de amparo, enerva las posibilidades de progreso para la elucidación de una materia que el acceso restringido de ésta impide.

De ese modo, el cúmulo de razones expuestas forma mi convicción acerca de la respuesta a la cuestión planteada.

Así, expreso mi voto por la negativa.

En consecuencia, propicio: 

Hacer lugar al recurso de apelación de la parte demandada, revocar la sentencia recurrida en todo cuanto ha sido materia de sus agravios y rechazar la acción de amparo promovida, con costas en ambas instancias a la actora vencida (arts. 20 inc.2 CPBA, 1, 2, 16,17, 17 bis, 19, 25 y ccs.  ley 13.928, t. seg. ley 14.192 y 274 y ccs. CPCC). 


Así lo voto.


A la cuestión plnateada, el Dr. Spacarotel dijo:

 I. Concedido dicho recurso (fs. 197) las actuaciones fueron elevadas al Tribunal –fs. 217- para su consideración (art. 17, ley 13.928 y 17 bis, ley 14.192).

          2. Los agravios de la demandada se dirigen a demostrar que la sentencia de instancia ha interpretado erróneamente el régimen jurídico que rige a la Caja de Previsión Social para Abogados, y a su sistema asistencial “CASA”, expresando que, hubieron brindado cobertura al afiliado, conforme el plan de salud contratado por él, reconociendo a su favor los valores asignadas por CASA, y el 40% del costo de los medicamentos, por reintegro.

3. En autos, la actora, en su condición de afiliada a CASA, -plan integral-, procura, vía el remedio expedito y rápido de la acción de amparo, el reconocimiento de los gastos irrogados a consecuencia del tratamiento tendiente a paliar la patología que padece (oligospermia severa) aconsejándose un tratamiento ICSI de fertilización asistida, por medio del IMSI para ampliar la calidad de los espermatozoides.

Ante el pedimento formal de fecha 6.IV.2010 (fs. 114/115), atento a que el denominado Plan integral, autorizaba hasta 3 intentos, la prestataria, informa con fecha 7.V.2010, que según el Reglamento asistencial vigente, sólo se reconoce un (1) solo intento. (ver fs. 116).

En virtud de la modificacón reglamentaria formulada por el Directorio de CASA, reitera el pedido con fecha 21.IV.2010, lo que generó la autorización N° 12.984, cubriendo un tratamiento a valor CASA y el 40% de los medicamentos.

4. Por sentencia obrante a fs. 182/188, el magistrado de grado, hace lugar a la acción de amparo, condenando a CASA, al reintegro de las diferencias que surgen entre los valores reconocidos y el costo real del tratamiento, autorizando a la prestataria a fiscalizar y auditar los tratamientos.

5. Al respecto, y llamado a resolver sobre el pedimento de autos, no puedo dejar de reconocer que oportunamente, en forma reiterada, este Tribunal por mayoría dispuso, en causas  que guardan análogos fundamentos, a saber: causas “Levene”, nº 804, sent. del 18-7-06; “Tedoldi”, nº  3138, sent. del 5-9-06; “Bullón”, nº 3086, sent. del 23-8-07; “Claussi”, nº 4190, sent. del 19-2-08; “Galli”, nº 8717, sent. del 4-12-08 ; “Rodríguez”; n° 8831, sent. del 1-4-09; “Berho”, nº 8919, sent. del 3/2/09 y “Ruzzi”, nº 8765, sent. del 23/12/08, entre muchas otras, que la ausencia legislativa, y la enorme complejidad científica y ética respecto al tratamiento indicado exige de un modo esencial que sea el poder del legislador como expresión soberana de la voluntad puesta al servicio del orden social justo, y por ende deviene de suma importancia acceder al contenido de la ley que habrá de reglamentar tales derechos.

Oportunamente sostuve que es la ley, en consecuencia, y no el juez el que debe establecer una diferenciación entre las diversas técnicas biomédicas para decidir cuáles deben ser aceptadas y cuáles no, qué límites se deben reconocer a fin de garantizar el respeto a la dignidad de la persona humana y a sus derechos esenciales: a la vida, a la identidad, a un patrimonio genético que no haya sido objeto de manipulaciones y a tener una familia biparental, organizando el control de la práctica para asegurar el cumplimiento de tales objetivos.

El fundamento expuesto, tenía su razón de ser, en tanto, la falta de una norma específica para cubrir la demanda en materia de fertilización asistida se explica porque la incorporación de técnicas de fertilización de alta complejidad requiere de previsiones presupuestarias para financiarlas y de consensos comunitarios para implementarlas, amén de las objeciones bioéticas involucradas 

5. Ahora bien, en el presente se trata de una acción de amparo que tramita ante una prestataria, -sistema asistencial-, de un ente público no estatal (Caja de Previsión Social para abogados de la Pcia. de Bs.As) que se rige por la Ley 6716 to.o 1995 de creación, reconocida por el artículo 40 de la Const. Provincial. Es claro que no resultan de aplicación normas foráneas que regulan el sistema general de obras sociales (Ley 23660), a nivel nacional, siendo la Provincia la autoridad jurisdiccional que en ejercicio de su facultad no delegada (art.121 de la Const. Nacional), tiene atribuciones para regular la especie.


Empero, formulada la tipificación legal del ente, no es del caso desconocer, que el sistema reglamentario que aplica el ente (ver Reglamento 1994), al régimen complementario integral, se financia a través del pago de cuotas periódicas de los beneficiarios (art. 13, cp. III. “Financiamiento”). Es decir que en tanto adhesión voluntaria, el pago periódico que formula el beneficiario, lo asimila, sin ser de aplicación directa, al régimen de medicina pre-paga.

Ahora bien, el plexo normativo que rige la vida institucional de CASA, no puede permanecer ajeno, el régimen constitucional provincial y nacional que formula principios basales inherentes a la protección de la salud humana, en tanto, al crear un sistema asistencial de la salud, con “cobertura integral”, no puede autoproclamarse ajeno a todo el universo de principios constitucionales y supraconstitucionales que rigen la especie.

En este sentido la CSJN sostuvo, para el supuesto de las prestadoras de medicina prepagas, empero sirve como principio subsidiario en el presente que ”…les corresponde a las mencionadas empresas o entida​des "efectivamente asegurar a los beneficiarios las cobertu​ras tanto pactadas como legalmente establecidas (v. art. 1, ley 24.754)", máxime cuando no debe olvidarse que si bien la actividad que asumen pueda representar determinados rasgos mercantiles "en tanto ellas tienden a proteger las garantías constitucionales a la vida, salud, seguridad e integridad de las personas (v. arts. 3, Declaración Universal de Derechos Humanos; 4 y 5, Convención Americana sobre Derechos Humanos y 42 y 75, inc. 22, de la Ley Fundamental), también adquieren un compromiso social con sus usuarios", que obsta a que pue​dan desconocer un contrato, o, como ocurre en el sub-lite, invocar sus cláusulas para apartarse de obligaciones impuestas por la ley (v. doctrina de Fallos: 324:677), so consecuencia de contrariar su propio objeto que debe efectivamente asegurar a los beneficiarios las coberturas tanto pactadas como legalmente establecidas (v. doctrina de Fallos: 324: 677). Ha dicho, asimismo, que la ley 24.754 representa un instrumento al que recurre el derecho a fin de equilibrar la medicina y la economía, puesto que pondera los delicados in​tereses en juego, integridad psicofísica, salud y vida de las personas, así como también que más allá de su constitución como empresas los entes de medicina prepaga tienen a su cargo una trascendental función social que está por encima de toda cuestión comercial ("Sartori" Fallos: 328:4747, disidencia de los jueces Fayt y Maqueda). (CSJN, SENT. 28 de agosto de 2007 autos: "Recurso de hecho deducido por la demandada en la causa Cambiaso Péres de Nealón, Celia María Ana y otros c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Médicas")

A modo de ejemplo, y como pauta de interpretación subsidiaria, ha de recordarse también que la Corte Suprema de la Nación, hubo exigido en el marco de la ley la ley 24.754 que las empresas o entidades que presten servicios de medicina prepaga deben cubrir, como mínimo, en sus planes de cobertura médico asistencial las mínimas prestaciones obligatorias dispuestas para las obras sociales, prestaciones entre las que se encuentran las establecidas en el Programa Médico Obligatorio (PMO). ( CSJN  U. 30. XLII. Unión de Usuarios y Consumidores c/ Compa Euromédica de Salud s/ amparo.  Buenos Aires, 8 de abril de 2008)
Es decir, que de algún modo se hubo limitado el poder reglamentario omnímodo del prestador privado, respecto al alcance y cantidad de prestaciones médicas brindadas.


Pues bien, el principio sentado por el Máximo Tribunal, en relación a las prestadoras privadas, es una referencia que en la especie, tratándose de un “ente público” no estatal, es decir, con una mayor aproximación a lo público, lo encardina a guardar celo y estricto respeto con el alcance del poder reglamentario, y su discrecionalidad. Ello así en tanto, al regular la cobertura del “plan integral”, para la dolencia que se expone, cualquier modificación intempestiva que provoque una mutación en el sistema de prestaciones dirigidas a los beneficiarios, debe tener una gradualidad y previsibilidad razonable que permita al beneficiario obtener de otros medios igual cobertura.


Puntualmente, si en materia de “fertilización asistida”, el plan integral reconocía (3) intentos a la época de inclusión del beneficiario en el sistema (extremo no negado por la demandada), su ulterior reducción a un (1) intento, a través de la escueta y lacónica nota de fecha 7.V.2010 (fs.116), donde sin fundamento normativo, sólo se reconoce un intento terapéutico, se exhibe como “arbitrario”, e ilegítimo.


Es allí donde estimo que existe razón al afiliado, en tanto se observa, un indebido ejercicio de la potestad reglamentaria, variando el derecho reglamentario vigente, sin previsiones ni expresiones que lo fundamenten, en perjuicio del beneficiario, -sin reparar-, que las mencionadas modificaciones alteran el status quo, del beneficiario que ostenta una protección “integral” de la salud.


Por lo demás, tampoco se puede prescindir, aunque haya sido posterior a la promoción del presente, como mera pauta hermenéutica que con fecha 2.XII.2010, la honorable legislatura provincial hubo sancionado, y el Poder Ejecutivo promulgó la ley 14.208 (DECRETO 2738/10 DEL 22/12/10 Publicación :DEL 3 Y 4/1/11 BO Nº 26507), a través de la cual el Estado Provincial reconoce a la “infertilidad humana” como “enfermedad”, y asimismo reconoce “la cobertura médico asistencial integral de las prácticas médicas a través de las técnicas de fertilización homóloga reconocidas por la Organización Mundial de la Salud”.-

Es decir, el Estado provincial, a través de la Honorable Legislatura, tipifica a la “infertilidad humana”, como enfermedad, y la Caja de de Previsión social, y su sistema asistencial no puede ignorar que la infertilidad humana al catalogarse como enfermedad, merece, dentro de las prestaciones del “plan integral”, la máxima cobertura, y en todo caso su restricción no puede ser arbitraria.-

Al respecto, ha de recordarse que la Corte Suprema sostuvo que “…los Jueces debe atender a la situación legal y reglamentaria existente al momento de su pronunciamiento, aun cuando ello implique estudiar disposiciones sobrevinientes a las actuaciones cumplidas en autos, de la que no es posible prescindir” (conf.Fallos: 308:1489; 312:555; 315:123, entre muchos otros).-


Por ello, la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires, regida por la Ley 6716, no está ajena al régimen constitucional y supraconstitucional vigente, y no puede eludir, su rol como prestador del sistema de salud, delegando en el Estado Provincial, su compromiso público asumido; ello así en tanto conforme lo expuso la CSJN,  “…La protección de los ciudadanos es un asunto funda​mental para el funcionamiento del estado de derecho, y ella está estrechamente relacionada con el goce de bienes prima​rios con un contenido mínimo. Llamar ciudadano a quien no tiene trabajo, vivienda o prestaciones básicas de salud cons​tituye una afrenta, ya que quien se ve privado de ellos queda excluido, condenado al ostracismo social. Esta garantía incumbe al Estado, quien debe ocupar​se de la efectividad de ese derecho con acciones positivas, "sin perjuicio de las obligaciones que deban asumir en su cumplimiento las jurisdicciones locales, las obras sociales o las entidades de la llamada medicina prepaga" (Fallos: 323: 3229).


Si el legislador provincial, hubo conferido, una delegación expresa a favor de un ente público no estatal, (ley 6716), para regular lo concerniente a los beneficios provisionales y asistenciales de los profesionales beneficiarios de la abogacía, no puede, luego, por una reglamentación, restringir, sin fundamentos razonables, los beneficios acordados.


Ello así toda vez que una garantía consagrada en la Constitución y una legislación que promete una atención integral y oportuna deben ser interpretadas de modo que el resultado promueva el goce efectivo por parte de los ciudadanos. Toda otra interpretación transformaría al derecho en una parodia y quebraría la confianza que ellos deben tener en las leyes.

Ello así, el legislador hubo recogido los principios supra legales que comprometen la materia de autos, haciendo posible el acceso a técnicas de reproducción humana asistida, ya que constituye un derecho humano, pues, el art. 17 de la Convención Americana protege el derecho del hombre y de la mujer a fundar una familia, lo cual constituye la base para garantizar el acceso a dichas técnicas de fecundación, derecho que también se encuentra reconocido en el art. 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el art. 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y el art. 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


También deviene insustancial la defensa opuesta por la Entidad Asistencial, procurando ofrecer como cortapisa a la garantía constitucional del beneficiario un supuesto “sometimiento voluntario” al régimen vigente.

En efecto, aún tratándose de un acuerdo o sometimiento voluntario a un régimen jurídico vigente, es claro que cualquier alteración debe también buscar fundamentación y previsibilidad. 

Ello así, aún considerando que el vínculo que se establece entre la entidad asistencial y el beneficiario sea de índole privado, toda vez que como lo sostuvo la CSJN “…el contrato y la propiedad tienen protección constitucional en el derecho argentino y, en consecuencia, toda limitación que se disponga es de interpretación restrictiva. Esta tutela comprende diferentes derechos y libertades consagrados en la Constitución Nacional, como lo son la libertad de contratar, que es un aspecto de la autonomía personal a la que todo ciu​dadano tiene derecho (art. 19), la de configurar el contenido del contrato, que es un supuesto del derecho a ejercer una industria lícita (art. 14) y de la libertad económica dentro de las relaciones de competencia (art. 43). La libertad de contratar, de competir y de configurar el contenido de un contrato constituye una posición jurídica que esta Corte debe proteger como tribunal de las garantías constitucionales. Es en este sentido que debe ser interpretado el término "propie​dad" desde la perspectiva constitucional (art. 17). Esta es la interpretación consolidada por los precedentes de este Tribunal al sostener "que el vocablo propiedad, empleado por la Constitución, comprende todos los intereses aprecia​bles que un ser humano puede poseer fuera de sí mismo, fuera de su vida y de su libertad. Todo derecho que tenga un valor reconocido como tal por la ley, sea que se origine en las relaciones privadas sea que nazca de actos administrativos, integra el concepto constitucional de propiedad a condición de que su titular disponga de una acción contra cualquiera que intente interrumpirlo en el goce del mismo" (Fallos: 145: 307 y 172:21, disidencia del juez Repetto)

En otros términos, los principios constitucionales a partir de los cuales se puede afirmar que el actor tiene derecho a prestaciones integrales, solamente a cargo del Estado y que no pueden imponerse a un contratante que no las ha previsto, no resultan razones suficientes para satisfacer razonablemente las responsabilidades asumidas por la Entidad Asistencial que compromete una cobertura integral en un plan de salud a sus beneficiarios.-


6.- Conforme los argumentos expuesto, es menester reconocer el pedimento de autos, conforme lo ha sido sentenciado por la instancia inferior, debiéndose confirmar la resolución cuestionada y rechazar el recurso de apelación interpuesto por la Caja de Previsión Social para Abogados, todo en cuanto ha sido materia de agravios (art. 43, C.N., art. 20 inc. 2 Const. Pcial, 13.928, arts. 1, 2, 16, 17, 19 y concordantes, -ley 14.192.-).


Así voto.

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:
I.- Comparto la solución propuesta por el Dr. Spacarotel, con arreglo al criterio que he venido sosteniendo en asuntos de similar configuración, del que no encuentro motivo para apartarme en el sub-júdice, y cuyos fundamentos doy aquí por reproducidos (conf. mi voto en las causas Nº 9863, “Colombo”, sent. del 3-IX-09; Nº 9716, “Álvarez”, sent. del 16-II-10; Nº 10.621, “Corte” y Nº 10.727, “Carrillo”, ambas sentencias del 3-VI-10; Nº 11.011, “Maldini”, sent. del 9-IX-10; Nº 10.285, “Machado”, sent. del 16-IX-10; Nº 11.036, “Villegas”, sent. del 19-IX-10; Nº 10.058, “Muro”, sent. del 26-X-10; Nº 11.232, “Leggi”, sent. del 2-XI-10; y, aunque en materia cautelar, causa Nº 9880, “López Brusa”, res. del 2.-II-10, entre otras), máxime considerando el reconocimiento legislativo operado en cuanto a la infertilidad humana como enfermedad y a la cobertura médico asistencial integral de las prácticas médicas de fertilidad asistida (v., en este sent., arts. 1, 2, 6 y concs., Ley 14.208 y su Decreto reglamentario Nº 29/80/10, ambos publicados en el B.O. Nº 26.507, del 3 y 4-I-2011; conf. mi voto en la causa Nº 10.712, “Ciaravella”, sent. del 8-II-11).

II.- En mérito de ello, propicio rechazar el recurso interpuesto por la parte demandada contra la decisión recaída en autos y confirmar dicho pronunciamiento en cuanto fuera materia de agravio, con costas de la instancia a la apelante vencida (arts. 20 inc. 2°, Const. Prov.; arts. 1, 2, 5 y concs., Ley 14.208 y su Decreto reglamentario Nº 29/80/10; arts. 16, 17, 17 bis, 19 y concs., Ley 13.928, texto según Ley 14.192). 


Así lo voto.-


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A


Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, por mayoría, se rechaza el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada y se confirma el pronunciamiento de grado, con costas de la instancia al apelante vencido (art. 43, C.N., art. 20 inc. 2 Const. Pcial, 13.928, arts. 1, 2, 16, 17, 19 y concordantes, -texto seg. ley 14.192.-).


Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los arts. 31 y 51, decreto ley 8904/77.


Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.


Firmado: Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  38 (S).
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